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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
1- Nueva inscripción núcleo familiar desplazado. Los beneficios de la Ley 387 de 1997, para los desplazados inscritos en el RUPD, no pueden aumentarse solicitando nuevas inscripciones, mediante fraccionamiento del grupo familiar. 
ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintiséis de noviembre de dos mil nueve                            
Acta N° 0072 de noviembre 26 de 2009
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira se reunió para proferir sentencia de segunda instancia en la acción de tutela iniciada por Juan Pablo de Jesús Campeón Pescador contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, proveniente del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento.

Presenta el actor en la acción de tutela, los siguientes,
HECHOS

1- Indica el tutelante que es un desplazado forzado, que goza del programa de ayuda humanitaria de la Agencia Presidencial para la Acción Social, en donde aparece su madre, Miriam Rosa Pescador, como cabeza de núcleo, quien recibe los auxilios y solo la benefician a ella y no al resto de miembros familiares.
2- En razón de lo anterior, pide lo retiren de dicho programa y lo admitan en otro igual e independiente, junto con su hija menor.
DERECHOS VULNERADOS

Aunque no indica cuales derechos fundamentales le fueron violados, considera el Despacho que se trata del mínimo vital.

PRETENSIONES

Que se le reconozca su condición de desplazado y padre cabeza de familia, inscribiéndolo en el RUPD, y de esta forma le sea entregada la ayuda humanitaria y demás beneficios legales.
PRECEDENTES

La acción de tutela le correspondió en primera instancia al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, quien la admitió y dio dos (2) días para que la accionada se pronunciaran sobre los hechos, folio 7.

La accionada contesta la acción de tutela a los folios 10 al 40, expresa que la ayuda humanitaria, consiste en tres meses de asistencia alimentaria y tres meses de alojamiento temporal y suministro de kits (cocina, hábitat y aseo), así como la prorroga de la ayuda, si la persona se encuentra en las circunstancias previstas en la sentencia T-025 de 2005.

Agrega, que para acceder a los beneficios de que habla la Ley 387 de 1997, debe haber inscripción en el Registro Único de Población Desplazada por la violencia – RUPD -.

Encontrándose el tutelante incluido en el mismo grupo familiar desde el 21-11-00, y por ello ha recibido la ayuda mencionada, habiendo sido también objeto de prorrogas.

La demandada al contestar el derecho de petición propuesto por el actor, ver folio 20, indica que de acuerdo a lo dicho por la Corte Constitucional, no es posible cambiar el registro del desplazado, con el fin de aumentar los beneficios, además de que los grupos familiares, se conforman de acuerdo a lo dicho por la persona que declara, acerca de sus parientes, hijos, cónyuge y personas con las cuales convive.

Finalmente solicita en razón de lo dicho, negar las pretensiones del señor Campeón Pescador.

La Juez a quo niega las pretensiones de la acción de tutela, folios 41 al 45.

El actor impugna la acción de tutela a los folios 47 y 48, manifestando que él, sus padres y dos hermanos son desplazados del corregimiento de Bonafont, Municipio de Riosucio (Caldas).

Indica que el señor Omar Toro, Coordinador de Acción Social, cometió un error al formar un solo grupo, pues casi todos son personas mayores con hijos y por lo tanto ha debido crear varios grupos.

CONSIDERACIONES

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Pretende el actor, desplazado del corregimiento de Bonafont, municipio de Riosucio (Caldas), quien con su madre y hermanos, conforman un grupo familiar, inscrito en el Registro Único de Población Desplazada, desde el 21 de noviembre de 2000, según se desprende de la contestación de la acción de tutela, quien además ha recibido la ayuda humanitaria de que trata la Ley 387 de 1997, consistente en tres meses de alimentación y alojamiento, más kit de cocina, hábitat y aseo.

Manifiesta el tutelante, que el señor Oscar Toro, Coordinador de Acción Social, formó unos grupos muy grandes de personas adultas con hijos, siendo más conveniente que tales grupos fueran más reducidos.

Por dichas razones y además porque la madre del promotor de esta tutela, señora Miriam Rosa Pescador, quien es cabeza de grupo, recibe los auxilios y los emplea en su beneficio, solicitando mediante esta acción de tutela que sea registrado él y su hija menor, con el fin de gozar nuevamente de los beneficios que ya le fueron proporcionados.

Al respecto cabe considerar, que la ley no permite un nuevo registro, pues de esta forma se viola la misma porque van a recibir mayor cantidad de auxilios.

Además la conformación de los grupos familiares, no se hace caprichosamente, sino teniendo en cuenta las declaraciones que rinden los desplazados, en cuanto a su grupo familiar y parientes.

Adecuada para el caso presente, constituye la cita de la sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, que trae la parte demandada al folio 20, y dice así:

“Dada la complejidad administrativa que implicaría permitir el cambio de inscripción por la mera voluntad del desplazado, o del riesgo de que ello sea solicitado estratégicamente con el fin de aumentar la ayuda recibida, resulta razonable que no sea posible obtener un nuevo registro.”
De acuerdo a todo lo dicho, es del caso confirmar la sentencia de primera instancia en todas sus partes.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución.

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia en todas sus partes, por lo expresado en la parte motiva.

SEGUNDO: NOTIFIQUESE a las partes esta decisión por el medio mas idóneo.
TERCERO: ENVIESE lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
CUARTO: Copia de esta sentencia hágase llegar al juez de primera instancia.



Notifíquese y Cúmplase.


Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE

Secretaria.
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